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DICTAMEN SOBRE SUBSEDES Y OTRAS 
EXTENSIONES TERRITORIALES DE LAS 

INSTITUCIONES UNIVERSITARIAS 

Introducción 

Una de las características del panorama educativo de la se- 
gunda mitad del siglo XM a nivel mundial es, sin ninguna 
duda, la explosiva expansión de la educación superior, en 
especial la universitaria, por efecto tanto de la creciente de- 
manda de estudios superiores originada en la progresiva ex- 
pansión de la educación media, cuanto por la política de 
promoción de esos mismos estudios desde el Estado, con el 
deliberado objetivo de afianzar y acelerar el propio desarro- 
llo nacional. 

Nuestro país no ha sido, por cierto, ajeno a este fenómeno 
global. En 1918, ano de la famosa Reforma Universitaria, las 
universidades eran sólo tres (las nacionales de Córdoba, Bue- 
nos Aires y La Plata) que, en conjunto contaban con 8.600 
alumnos. Hoy, 80 anos más tarde, existen 41 instituciones 
universitarias nacionales (36 universidades y 5 institutos uni- 
versitarios) que según el censo de 1994 contaban con alrede- 
dor de 615.000 alumnos. 

Además, hace 40 anos se crearon y fueron reconocidas ofi- 
cialmente las primeras universidades privadas. HOY las insti- 
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tuciones universitarias privadas son 48 (40 universidades y 8 
institutos universitarios) que en 1994 tenían 125.000 alum- 
nos. 

En total, de 3 universidades con 8.600 alumnos hemos pasa- 
do a tener 89 instituciones universitarias con 740.00 alumnos. 
Mientras en el mismo lapso la población argentina se multi- 
plicó por 4, las instituciones universitarias públicas y priva- 
das lo hicieron por 29 y los alumnos por 86. 

Y si a la matrícula universitaria se suma la de los estableci- 
mientos de educación superior no universitaria (de forrna- 
ción docente y formación técnica:), nuestro país ocupa uno 
de los primeros lugares en el mundo por la cantidad relativa 
de alumnos. 

La elocuencia de estas cifras pone de manifiesto la magnitud 
del esfuerzo, tanto del Estado como de la sociedad argentina, 
en orden a la expansión de la educación superior. Empero, 
ellas reflejan únicamente el aspecto cuantitativo de la cues- 
tión. Con respecto al cualitativo, las apreciaciones sólo pue- 
den ser aproximadas, debido la inexistencia, hasta el mo- 
mento, de un sistema confiable de evaluación institucional. 
No obstante, no es aventurado pensar que un crecimiento 
tan pronunciado, en tan corto espacio de tiempo, constituye 
un problema delicado en materia de calidad. Más aún, puede 
decirse que este aspecto de la cuestión es hoy el problema 
fundamental de nuestras instituciones universitarias, porque 
si la formación que brindan no alcanzara los estándares míni- 
mos de una auténtica formación de ese nivel, el resultado 
final sería la expansión, no de la educación superior propia- 
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mente dicha, sino de un sucedáneo o una pobre imitación de  
ella. 

Por consiguiente, la preocupación por la calidad académica 
tiene que ser en este momento la primera prioridad de la 
política universitaria. Así lo entienden, a juzgar por manifes- 
taciones cada vez más frecuentes, las autoridades y los do- 
centes universitarios. Así lo reclaman los propios alumnos, 
primeros interesados en  la calidad de la formación que se les 
imparte. Y así lo ha entendido el legislador, al incorporrir a la 
ley de  educación superior, normas relativas a la evaluación 
institucional y a la acreditación de  carreras profesionales. 

Las extensiones territoriales de las actuales institu- 
ciones universitarias. 

El sintético cuadro de situación que antecede debe tenerse 
muy en cuenta al momento de juzgrir correctamente cual- 
quier iniciativa, por bien intencionada que sea, que conduz- 
ca a coníundir las prioridades de  la hora, en especial, la que 
promueve la multiplicación indefinida de unidades académi- 
cas, ya sea mediante la creación de  nuevas instituciones uni- 
versitarias o la extensión territorial de las existentes, particn- 
do del supuesto que ella constituye en todos los casos un 
beneficio objetivo, independientemente de la calidad de la 
oferta educativa. 

En especial, merece analizarse la multiplicación cle subsedes 
y otras extensiones territoriales universitarias: modalidad que 
en los últiinos tiempos se ha acentuado notoriamente. El fe- 
nómeno tiene, por cierto, su explicación. Hace apenas 30 
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años, ni siquiera existía una demanda social para que cada 
provincia tuviera por lo menos una universidad nacional en 
su territorio. Hoy, con la única excepción d e  Tierra del Fuego, 
todas la tienen. Y a ellas habría que agregar las universidades 
privadas, 17 d e  las cuales tienen su sede en el interior del 
país. Al estar ahora satisfechas las aspiraciones de las capita- 
les de  provincia y algunas otras grandes ciudades del interior, 
coniienzan a despertar las aspiraciones de otras comunidades 
locales. Cada ciudad de mediana dimensión quisiera tener, al 
menos, alguna carrera universitaria. Para lograrlo se gestiona 
entonces una facultad dependiente de  la universidad nacio- 
nal más próxima o una subsede o delegación de ella. Si no se 
lo consigue, se recurre a una universidad nacional más leja- 
na. Si tampoco eso se logra, se lleva el proyecto a un univer- 
sidad pri\:ada. En todos los casos, las entidades representati- 
vas y las llamadas "fuerzas vivas" abrazan lógicamente el pro- 
yecto y las autoridades y políticos locales se movilizan para 
hacerlo realidad, ofreciendo edificios y apoyos econóinicos. 
Por supuesto, las primeras carreras en  las que se piensa son 
las que requieren una infraestructura y un equipamiento mí- 
nimos, y que, no por casualidad, corresponden a profesiones 
sobresaturadas. Y cuando, por fin, se alcanza el objetivo, otras 
ciudades de  similar dimensión se sienten movidas a seguir el 
ejemplo. En todo este proceso no  hay límites de  distancia; las 
extensiones pueden estar a centenares de  kilómetros, en al- 
gunos casos, a más de niil. 

Las denominaciones dadas a .estas extensiones son por de- 
más variadas: centro universitario o centro regional universi- 
tario, escuela universitaria, unidad académica o unidad de 
enseñanza universitaria, departamento, módulo, asentamien- 
to universitario, sede, sede regional, subsede, delegación. En 
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ocasiones, carecen de denominación distintiva y, simplemen- 
te, "por extensión áulica" -como se ha comenzado a decir- se 
dictan cursos completos y se toman los correspondientes exá- 
menes en lugares muy alejados de la respectiva facultad. Más 
aún, a veces ni siquiera se dictan cursos y lo Único que se 
hace es ofrecer una suerte de tutoría local y luego tomar 
exámenes en el mismo sitio. Cabe agregar que es común 
que, cuando estas extensiones tienen dimensiones reduci- 
das, su financiación y administración se regule mediante 
convenios con instituciones coniunitarias locales. 

El problema académico 

Las extensiones territoriales referidas plantean cuestiones a la 
vez académicas, jurídicas y socio-políticas. En lo que concier- 
ne a las académicas, el problema se centra en la real calidad 
del servicio educativo prestado en tales condiciones. En esta 
materia, la evaluación institucional interna y externa y la acre- 
ditación de las carreras profesionales serán las pruebas de 
fuego que deberán superar. No está de más, sin embargo, 
señalar que, a simple vista, tal dispersión geográfica conspira 
contra la noción misma de universidad. Aunque el gigantis- 
mo de algunas de ellas haya debilitado el contacto y la 
intercomunicación entre las unidades académicas que las com- 
ponen, la proximidad física sigue teniendo una importancia 
que la actual valorización de la interdisciplinariedad contri- 
buye a destacar. 

Por otra parte, es evidente que estas extensiones no pueden 
reproducir la calidad de la infraest~ctura y el equipamiento 
científico, técnico y bibliográfico de las sedes principales. Ni 
tampoco el nivel de los planteles docentes. Con lo cual, la 
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institución universitaria está cubriendo con su nombre calida- 
des y títulos de muy distinto valor intrínseco. 

La cuestión jurídica 

En cuanto a la faz jurídica, debe hacerse una necesaria distin- 
ción entre universidades nacionales y universidades priva- 
das. Tratándose de las primeras, de acuerdo con la legisla- 
ción vigente, la cuestión está estrechamente vinculada a los 
alcances de la autonomía. Y de hecho, en virtud de esa auto- 
nomía, algunas de ellas crean todo tipo de extensiones sin 
restricción alguna. 

En este punto, sin embargo, cabe hacer algunas salvedades. 
La existencia de universidades "regionales", entendiendo por 
tales a las que han sido creadas y organizadas desde su ori- 
gen con facultades dispersas dentro de una determinada re- 
gión, es de antigua data. Los casos típicos fueron la Univer- 
sidad Nacional del Litoral (de la cual con el tiempo se des- 
prendieron las del Nordeste, Rosario y Entre Ríos) y la de 
Cuyo (de la cual se desprendieron las de San Juan y San 
Luis). Otro caso, esta vez atípico, es la Universidad Tecnoló- 
gica Nacional, que hoy cuenta con 19 facultades y 10 unida- 
des académicas regionales. 

Estas universidades, aparte de responder a una modalidad de 
larga tradición en el país, no crean problemas ni conflictos. 
En la misma situación están, en principio, las que no han sido 
concebidas propiamente como regionales pero tienen exten- 
siones dentro de lo que se podría llamar su región natural. 
Hay otros casos, en cambio, en que estas extensiones han 
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creado situaciones conflictivas, no sólo por estar ubicadas fuera 
de lo que natural y lógicamente sería la zona de influencia de  
la propia universidad, sino, además, por invadir las de  otras 
universidades nacionales. 

El único intento para poner cierto orden en este cuadro fue 
el decreto 2.282 del 8 de  noviembre de  1993, es decir, ante- 
rior a la Ley de  Educación Superior n" 24.521. En sus 
considerandos ya se decía "que se ad~~iette la tendencia cre- 
ciente entre las t~nii!ersidades nacionales de crear y multipli- 
car el número de sus sedes" y "que ello distorsiona la coordi- 
nación del sistema uni~~ersitario, generando en muchos casos 
superposiciones innecesarias de la oferta educativa en una 
misma jurisdicción". Luego, invocando el artículo 2" del de- 
creto 2.461 del 26 de diciembre de 1985, que asignaba al 
Consejo Intemniversitario Nacional (CIN), como misión pri- 
mordial, la coordinación de la política entre las universidades 
nacionales, estableció en su parte dispositiva que "la crea- 
ción porpatte de las universidades nacionales de nueuas se- 
des o unidades académicas equivalentes deberá contar con 
dictamen fa~r>rable del Consejo Zntetunii~ersitario Nacional" 
(art. l"), y que "cuando la nueva unidad académica debiera 
funcionar en la jurisdicción de otra universidad nacional, o 
a una distancia considerable de su sede central, la autoriza- 
ci6n sólo se acordará si median razones excepcionales que así 
lo,just$iqtre "(art. 2"). Pero, lamentableinente, el decreto nunca 
llegó a aplicarse. 

En lo que respecta a las instituciones uni\rersitarias privadas, 
todas las extensiones existentes, que por cierto son muy nu- 
merosas, fueron en su momento autorizadas, o regularizadas 

a posteriori, por el Ministerio. En la actualidad, de acuerdo 
con el decreto 576/96, reglamentario de las normas de la Ley 
de Educación Superior 24.521 sobre universidades privadas, 
dispone que "Sólopodrá autorizarse a las instituciones uni- 
venitariasprivadas a crear sedes o unidades académicas equi- 
valentes fuera de la jurisdicción que le es propia, cuando se 
den las circunstancias de e~epciónprevistas en el artículo3" 
delpresentedecreto"(art. 15). Por su parte, el artículo 3Qsta- 
blece: "Excepcionalmente, cl~andofundadas razones así lo 
justifiquen y se acredite además capacidad de gestión sufi- 
ciente, podrá permitirse crear sedes o unidades académicas 
fuera de la jurisdicción que le espropia". 

Este último artículo establece también que la autorización 
para el funcionamiento de una nueva universidad debe indi- 
car expresamente "la~jurisdicción territorial dentro de la que 
deberá concentrar sus actividades". 

La cuestión socio-política 

Los aspectos académico y jurídico no agotan el análisis de  la 
cuestión. Hay otro que no puede soslayarse, que es el interés 
superior de la sociedad y el Estado. En efecto, las institucio- 
nes universitarias, individualmente consideradas, son parte 
del subsistema universitario y éste, a su vez, del sistema edu- 
cativo. Y el sistema educativo, tal como está concebido y 
regulado en los países modernos exige un mínimo de  
planeamiento estratégico, al menos para una asignación ade- 
cuada de  los recursos siempre insuficientes. 

Esto vale, sobre todo, aunque n o  exclusivamente, para las 
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instituciones universitarias públicas, que absorben ingentes 
recursos presupuestarios y que requerirían muchos más. Con 
respecto a ellas, las estadísticas indican que el promedio na- 
cional de abandono o deserción de  los alumnos ingresantes 
asciende al 50 % en el primer año de  estudios y llega al 81 % 
en  los años siguientes. Sólo se gradúa el 19 % de  los 
ingresantes. En las instituciones universitarias privadas la de- 
serción es menor, pero igualmente considerable. Estas com- 
probaciones ponen en evidencia dos cosas: la primera, que 
la mayor parte de  los egresados de la enseñanza media de- 
manda estudios superiores; y la segunda, que, en  una altísi- 
ma proporción, la educación universitaria no satisface esa 
demanda. Frente a esta dura realidad, no se advierte una 
política oficial ni una definida iniciativa social tendientes a 
proporcionar a esa inmensa mayoría de estudiantes una for- 
mación alternativa, de nivel superior no universitario, distinta 
de  los largos estudios universitarios, que evidentemente no 
son para todos. Parecería que, tanto para la sociedad como 
para el Estado, la única alternativa posible es universidad o 
nada. 

La multiplicación de  subsedes universitarias sin ningún 
planeamiento previo, lejos de  resolver el problema, lo ex- 
tiende y agrava, embarcando a los jóvenes en carreras en las 
que se frustran y fracasan cuatro de  cada cinco que lo inten- 
tan. Desde otro punto de  vista, tal política significa una asig- 
nación d e  recursos de muy difícil justificación, frente a tantas 
necesidades educativas insatisfechas. 

En principio, estas reflexiones valen tanto para las institucio- 
nes universitarias públicas como para las privadas. En efecto, 
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estas últimas puedcn, como las primeras, errar en las políticas 
de  promoción de determinadas carreras e inducir a los estu- 
diantes a una mala opción vocacional; pueden asimismo im- 
partirles una formación de  insuficiente calidad y perjudicarlos 
de  ese modo más o menos gravemente. Para evitar esto la ley 
ha establecido, además de la supervisión del Ministerio de 
Cultura y Educación, la evaluación institucional y la acredita- 
ción de carreras profesionales, común a universidades públi- 
cas y privadas. La única diferencia es  que, tratándose d e  las 
últimas, los errores no gravitan sobre cl prcsupuesto del Esta- 
do. 

Conclusiones 

Es indudable que, si la autonomía propia d e  las instituciones 
universitarias nacionales y la libertad de  enseñar propia de  
las privadas implicarala atribución irrestricta de abrir subsedes 
y carreras en toda la extensión del territorio nacional, el siste- 
ma universitario se conveniría en un caos, porquc la presión 
de las comunidades locales para obtener sedes, subsedes y 
carreras universitarias seguirá en aumento, imp~ilsada por el 
lógico deseo de no dejar pasar ninguna oportunidad de  pro- 
moción lugarena y por la emulación no menos lógica entre 
distintas comunidades 

Frente a este grave riesgo, el Consejo Nacional de  Educación 
Superior considera necesario: 

a) Que las propias instituciones universitarias, públicas y 
privadas, tanto en sus decisiones autónomas como en las 
de  sus órganos coordinadores -Consejo d e  Cniversida- 
des, Consejo Intemniversitario Nacional, Consejo d e  Rec- 
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tores de Universiclades Privadas y Consejos Regionales 
d e  Planificación d e  la Educación S~iperior- regulen cs- 
pontánea y responsablemente este aspecto preocupante 
y conflictivo de  su desarrollo institucional, sin esperar 
una reforma de la legislación que las rige. 

b) Que el Ministerio de Cultura y Educación de la Nación 
ejerza plenamente las atribuciones y responsabilidades 
que le asignan los artículos 41 y 42 de la Ley de Educa- 
ción Supcrior en iriareria de reconocimiento oficial, vali- 
dez nacional y habilitación profesional de títulos univer- 
sitarios. A tal fin se estima necesario que el dictado de 
una carrera fuera de la sede central de la instituci6n sea 
siempre considerado, para todos los efectos legales, como 
creación de una nueva carrera; y, en consecuencia, se 
exija la registración independiente del desempeno de sus 
alumnos y docentes, así como de los títulos expedidos a 
los graduados, de modo de facilitar el control público de 
la extensión acadéinica. 

C) Que la Coinisión Nacional de Evaluación y Acreditación 
Universitaria, al llevar a cabo la evaluación cxtcrna de las 
instituciones universitarias prevista en el artículo 44 de la 
Ley de Educación Superior, evalúe separadamente sus ex- 
tensiones territoriales, y dé  la debida publicidad a las 
recomendaciones particulares que sean su consecuencia. 
Y, cuando correspontla, acredite también separadairiente 
las carreras que se cursan en la sede central de la institu- 
ción y las que se cursan fuera de  ella. 

Finalmente, este Consejo Nacional de Educación Superior con- 
sidera que es impe"ou que las provincias y 1' Ciudad de 
Buenos Aires proniuevan enérgicamente la educación supe- 
rior "técnico.profesional, humanística, social y anística" no 
universitaria, prevista en los artículos 17, 22 y 23 de la Ley de  
Educación superior -con el apoyo, si fuera necesario, del go- 
bierno nacional-, a fin dc  resolver el grave problema del in- 
gente número de estudiantes que, pa carecer de reales opor- 
tunidades para adquirir una formación postsecundaria ade- 
cuada a sus capaci&des o posibilidades, intentan, sin éxito, 
alcanzar un título universitario en alguna carrera tradicional. 

Buenos Aires, 20 de octubre de 1998. 




